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Los informes sobre hectáreas registradas de coca han sido utilizados o interpretados en cada coyuntura según las necesidades de la política antidrogas o anti – algo que se piensan en Washington y tiene su resonancia en Bogotá. 

No es extraño que por estos días de nuevo tengamos otra alerta por el incremento de la siembra con cifras de cerca de 190.000 has, que llegan de la  Oficina de Política Nacional de Control de Drogas de la Casa Blanca, (ONDCP). Por su parte el SIMCI y la ONUDC hablaron de 93.000 has en 2015 y anunciaran 130.000 has  correspondientes a 2016 cuando presenten su tradicional estudio en junio de este año. Las siembras de hoja de coca han crecido en los últimos tres años y según los cálculos en 2016 se produjeron 643 TM y 960 TM según la fuente. Esa cifra estaría entre 800 TM y 1.300 TM en 2016, la más alta en la historia de Colombia.
La diferencia entre los datos del SIMCI y los de las agencias antidroga de Estados Unidos muestra hasta que punto se pueden mostrar cifras para buscar impactos políticos.  Son dos metodologías distintas que no son sometidas a la critica de terceros calificados y cada una de ellas tiene márgenes grandes de manejo a la hora de publicar los resultados. La metodología del SIMCI dice ser de censo anual con imágenes satélite que se rectifican en un margen del 15% por nubosidad y otras alteraciones y la de la ONDCP utiliza satélites y muestreos. El margen de error es en realidad mayor al 30% por los cambios bruscos de clima, fechas de registro, fragmentación de cultivos en parcelas de media hectárea o menos y mezcla de coca con cultivos de plantas mas frondosas. Subir o bajar hectáreas también es cuestión de método. 

Lo más extraño es que no se haga un balance serio sobre la política antidroga en los otros eslabones de la cadena del narcotráfico, los del verdadero negocio de comercialización en los países consumidores o del lavado de activos en los circuitos internacionales y nacionales. El foco se pone en el cultivador y no en los grandes capitales que no cultivan plantas sino enriquecimiento ilícito. No hemos escuchado por estos días que según el Observatorio de Drogas del Ministerio de Justicia, el lavado de activos en Colombia ascendió en 2015 a US$6.000 millones de dólares lo que permite estimar  que en una década  US$ 60.000 millones entraron a los grandes negocios inmobiliarios, de macroproyectos, transacciones en bolsa y triangulaciones en paraísos fiscales. Algo se ha dicho de las compras de acciones en Pacific con las platas fraudulentas de Odebrecht y también se ha confesado que  las acciones jurídicas contra esos ilícitos dejan por fuera el 95% de lo que circula en cuentas y negocios dirigidos desde las grandes capitales. 

El escándalo de las cifras de crecimiento de hectáreas sembradas de coca no se dirige a buscar una mayor efectividad en la lucha contra el negocio de los grandes narcotraficantes y beneficiarios del lavado de activos, sino a orquestar una nueva política antidrogas dirigida a reducir la oferta y en especial a la guerra al cultivador. De paso ese enfoque le sirve a los detractores del proceso de paz que lanzan su campaña para decir que la culpa de todo está en los acuerdos de paz como lo señaló hace un año el senador Álvaro Uribe: “Lo que no puede permitir el país es que los acuerdos del Gobierno con las FARC nos lleven a que Colombia se inunde de droga”. 

Desafortunadamente ya hay funcionarios que sin cuestionar las cifras y el reenfoque anti cultivador, repiten que el centro del problema es que ante la expectativa de los acuerdos y los planes de sustitución los campesinos se dedicaron a sembrar coca. Algunos agregan que fue por orientación de las FARC y así queda listo el paquete de erradicación a toda costa, incluso a costa de los acuerdos centrados en una revisión de las estrategias tradicionales para dar una respuesta integral. 

Los acuerdos de paz y en particular los  puntos  relativos a desarrollo rural y  política antidrogas definen un camino que  ahora se quiere enredar  por la vía de una ola de erradicación compulsiva. Para ello hacen balances tramposos sobre la realidad de los cultivos alegando que se crecieron por la suspensión de las fumigaciones. En el libro Coca no es Cocaína- ni los cocaleros narcotraficantes – respondo a esos argumentos mostrando que no existe correlación alguna entre fumigaciones y disminución de cultivos o no fumigaciones y aumento en el pasado. Además recordemos que el aumento entre 2013 y 2015, que significó un cambio en la tendencia de disminución de cultivos de coca,  se registró antes de la decisión de suspender fumigaciones aéreas. 

También se ha señalado que ese giro en los cultivos tiene explicaciones en un conjunto de variables de mayor peso que la supuesta convivencia de Santos con las FARC: en especial se ha sentido el impacto de las oscilaciones en el precio del oro que en su vertiginoso ascenso entre 2010 y 2013 arrastró a muchos a la minería ilegal y legal y luego con la caída los devolvió a la coca y producción de pasta básica. En algunas regiones como en Catatumbo la plaga acabó con los viejos cultivos y la resiembra duplicó las áreas. En Tumaco, Putumayo y noroccidente el peso de las mafias y de las alianzas con los carteles mexicanos ha sido cada vez más evidente.

Es probable que en algunas regiones la expectativa de los pactos voluntarios de sustitución haya llevado a campesinos cocaleros a sembrar pero eso no está cuantificado ni el censo ha mostrado las áreas nuevas o la clasificación por edad de las plantas. Hay que ver el panorama por regiones y en lugar de llamar a las viejas y fracasadas fórmulas de la erradicación forzada, asumir a fondo las nuevas estrategias contenidas en los acuerdos sobre desarrollo rural y programas integrales de sustitución. Sin olvidar por supuesto que, en las condiciones impuestas por el  prohibicionismo, los capos del narcotráfico no son los campesinos con azadón  sino los magnates de los grandes negocios y del lavado de activos que duermen tranquilos mientras la violencia y la corrupción trabajan para su enriquecimiento. 
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